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DECRETOS-LEYES

130/000035

Convalidado en la sesión plenaria del día de hoy el Real
Decreto-Ley 22/1997, de 5 de diciembre, por el que se con-
ceden créditos extraordinarios por importe total de
13.205.257.360 pesetas para atender compensaciones de ta-
sas universitarias y otros gastos (núm. expte. 130/000035),
se acordó su tramitación como Proyecto de Ley por el pro-
cedimiento de urgencia, por lo que el texto se publica en la
serie A del BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES, en
cumplimiento de lo previsto en el artículo 97 del Regla-
mento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

130/000036

Se publica a continuación el Real Decreto-Ley
23/1997, de 5 de diciembre, por el que se autoriza la con-
cesión de un anticipo de tesorería al INSALUD por im-
porte de 40.000 millones de pesetas a cuenta de la finan-
ciación sanitaria de 1998, así como la distribución de la
parte correspondiente entre las Comunidades Autónomas
con gestión transferida (núm. expte. 130/000036).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2
de la Constitución, dicho Real Decreto-Ley fue sometido
a debate y votación de totalidad por el Congreso de los
Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se acor-
dó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

REAL DECRETO-LEY 23/1997, DE 5 DE DICIEM-
BRE, POR EL QUE SE AUTORIZA LA CONCESIÓN
DE UN ANTICIPO DE TESORERÍA AL INSALUD
POR IMPORTE DE 40.000  MILLONES DE PESETAS
A CUENTA DE LA FINANCIACIÓN SANITARIA DE
1998, ASÍ COMO LA DISTRIBUCIÓN DE LA PARTE
CORRESPONDIENTE ENTRE LAS COMUNIDADES 

AUTÓNOMAS CON GESTIÓN TRANSFERIDA

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión
del día 11 de junio de 1996, acordó la constitución de una

Subcomisión para el estudio de las reformas necesarias
para modernizar el sistema sanitario y garantizar su via-
bilidad futura.

Entre las propuestas planteadas en materia de finan-
ciación sanitaria, se ha instado al Gobierno para que en el
seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera se abor-
daran las bases de un nuevo Acuerdo de financiación
cuatrienal para el período 1998-2001, en el que respetan-
do los principios de suficiencia y estabilidad financiera,
se dote al presupuesto sanitario de los recursos necesa-
rios para cubrir la financiación de las prestaciones y ser-
vicios que ofrece el Sistema Nacional de la Salud.

En este contexto, el Consejo de Política Fiscal y Fi-
nanciera, en su reunión del 27 de noviembre de 1997, ha
alcanzado el Acuerdo de Financiación de los Servicios de
Sanidad en el período 1998-2001, así como el de reco-
mendar al Gobierno que adopte las medidas necesarias
en el menor plazo posible para efectuar en 1997 una en-
trega a cuenta de la financiación que proceda transferir al
INSALUD en 1998, por importe de 40.000 millones de
pesetas.

A su vez, el INSALUD debe proceder a remitir a las
Comunidades Autónomas con gestión transferida con el
mismo carácter de entrega a cuenta, la cuantía proporcio-
nal de dicho importe respecto a la financiación total que
han de recibir en el ejercicio 1998 por el nuevo modelo
del sistema de financiación de los servicios sanitarios.

Los importes que se hagan efectivos en 1997 se regu-
larizarán en 1998, mediante su deducción, por dozavas
partes, en las entregas a cuenta que se hagan efectivas en
este último año.

Por ello, para dar cumplimiento al Acuerdo de refe-
rencia y atender la recomendación en él contenida, se
considera necesario y urgente autorizar la concesión de
un anticipo de tesorería a satisfacer al INSALUD por im-
porte de 40.000 millones de pesetas, en concepto de en-
trega a cuenta de la financiación sanitaria de 1998. Esta
autorización debe, por otra parte, instrumentarse median-
te norma con rango de ley para poder hacerse efectiva,
conforme a lo dispuesto en el artículo 43.1 del texto re-
fundido de la Ley General Presupuestaria.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el
artículo 86 de la Constitución a propuesta del Vicepresi-
dente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y
Hacienda y del Ministro de Sanidad y Consumo y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 5 de diciembre de 1997,

DISPONGO:

Artículo 1

Para dar cumplimiento al Acuerdo tercero «Regla es-
pecial para la ejecución presupuestaria de las entregas a
cuenta por el Fondo general para 1998» del Consejo de
Política Fiscal y Financiera celebrado el 27 de noviembre
de 1997, se autoriza la concesión de un anticipo de teso-
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rería a satisfacer por el Tesoro Público al INSALUD, por
importe de 40.000 millones de pesetas, como entrega a
cuenta de la financiación sanitaria de 1998.

Artículo 2

1. Con el mismo carácter de anticipo, el INSALUD
dispondrá las entregas correspondientes a las Comunida-
des Autónomas con gestión transferida por los siguientes
importes:

2. Por lo que corresponde a la gestión directa, el IN-
SALUD, conforme a lo requerido en el Acuerdo del Con-
sejo de Política Fiscal y Financiera, podrá utilizar la parte
correspondiente del anticipo para hacer frente a sus nece-
sidades de funcionamiento.

Artículo 3

Los importes de los anticipos se regularizarán en
1998 mediante su deducción, por dozavas partes, en las
entregas a cuenta que se hagan efectivas en este ejercicio,
con cargo a las correspondientes aplicaciones presupues-
tarias del Ministerio de Sanidad y Consumo y del INSA-
LUD, por las que se hace efectiva la financiación de la
sanidad; o, en su caso, con cargo a los créditos para ges-
tión directa de esta última entidad.

Disposición final única

El presente Real Decreto-Ley entrará en vigor el mis-
mo día de su publicación en el ««Boletín Oficial del Es-
tado»».

Dado en Madrid, a 5 de diciembre de 1997.

130/000037

Se publica a continuación el Real Decreto-Ley
24/1997, de 12 de diciembre, por el que se adoptan medi-
das urgentes para reparar los daños causados por las
inundaciones y temporales de viento acaecidos los días 5
y 6 de noviembre de 1997 (núm. expte. 130/000037).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2
de la Constitución, dicho Real Decreto-Ley fue sometido

a debate y votación de totalidad por el Congreso de los
Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se acor-
dó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamente la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

REAL DECRETO-LEY 24/1997, DE 12 DE DICIEMBRE,
POR EL QUE SE ADOPTAN MEDIDAS URGENTES
PARA REPARAR LOS DAÑOS CAUSADOS POR LAS
INUNDACIONES Y TEMPORALES DE VIENTO ACAE-
CIDOS LOS DÍAS 5 Y 6 DE NOVIEMBRE DE 1997

Durante los pasados días 5 y 6 de noviembre tuvo lu-
gar un fuerte temporal de lluvias y viento, que revistió
especial importancia en la Comunidad Autónoma de Ex-
tremadura, de forma más relevante en Badajoz, donde se
han producido graves inundaciones en numerosos térmi-
nos municipales, causando víctimas mortales, así como
daños y pérdidas de diversa naturaleza en infraestructu-
ras, servicios públicos, viviendas, industria, agricultura y
comercio. Como consecuencia de lo anterior, también se
han producido daños de menor entidad en la provincia de
Huelva, donde comenzó a llover con anterioridad.

La magnitud de estos hechos y sus efectos catastrófi-
cos exigen, desde el principio constitucional de solidari-
dad, una acción de los poderes públicos tendente a la
adopción de medidas paliativas y reparadoras que sean
adecuadas a la situación creada y contribuyan al restable-
cimiento gradual de la normalidad en las zonas siniestra-
das, estableciéndose, a su vez, los procedimientos que
garanticen con la necesaria rapidez y flexibilidad la fi-
nanciación de los gastos que se deriven de la reparación
de los daños producidos y de la rehabilitación de los ser-
vicios públicos afectados.

El objetivo de esta norma es aprobar un amplio catá-
logo de medidas que afectan a varios Departamentos mi-
nisteriales y abarcan aspectos muy diferentes, pues unas
se dirigen a disminuir las cargas tributarias y otras, como
la concesión de créditos privilegiados y ayudas a los
Ayuntamientos y particulares, intentan coadyuvar al lo-
gro de la normalidad.

Además, sin perjuicio de lo anterior, las actuaciones
reparadoras de los daños causados por las referidas inun-
daciones deben estar presididas por el principio de coor-
dinación entre la Administración General del Estado, la
Administración autonómica y la de las Corporaciones lo-
cales afectadas. Dicho principio debe alcanzar una vir-
tualidad particularmente relevante en lo relativo a los da-
ños que han tenido lugar en el término municipal de
Badajoz. En efecto, tanto la Junta de Extremadura como
el propio Ayuntamiento de Badajoz han venido adoptan-
do desde el día siguiente a la catástrofe medidas destina-
das a dotar a los damnificados de alojamiento provisional
y de enseres de primera necesidad.

En este sentido, resulta necesario modular el régimen
de las ayudas estatales en la materia, de forma que que-
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den integradas en el sistema que componen las ya ofreci-
das por la Junta de Extremadura y el Ayuntamiento de
Badajoz. Así, se dispone en el presente Real Decreto-Ley
que la Administración General del Estado contribuirá,
con una subvención del 50 por 100, a las ayudas que con-
cedan las citadas Administraciones para la reposición de
enseres, la dotación de nueva vivienda, la reparación de
la siniestrada o el pago temporal del alquiler de un in-
mueble.

Dentro de la problemática especial del término muni-
cipal de Badajoz, merece mención aparte el tema de la
construcción de las viviendas que han de sustituir a las
destruidas durante la riada o que se encuentran en zonas
que podrían ser afectadas por futuras avenidas. La Junta
de Extremadura, la Diputación Provincial de Badajoz y el
Ayuntamiento de Badajoz han decidido combinar sus es-
fuerzos en un programa de promoción pública de vivien-
das, en el que la Administración General del Estado va a
participar en los términos previstos en esta norma.

Hay que añadir que las normas especiales que ahora
se dictan en lo relativo a vivienda y ayudas para el aloja-
miento provisional de damnificados y provisión de ense-
res de primera necesidad determinan la inaplicabilidad de
las reglas ordinarias que en la materia establece la Orden
del Ministerio del Interior de 18 de marzo de 1993, par-
cialmente modificada por la de 30 de julio de 1996.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el
artículo 86 de la Constitución, a propuesta del Vicepresi-
dente Primero del Gobierno y Ministro de la Presidencia,
del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de
Economía y Hacienda, y de los Ministros del Interior, de
Fomento, de Educación y Cultura, de Trabajo y Asuntos
Sociales, de Industria y Energía, de Agricultura, Pesca y
Alimentación, de Administraciones Públicas, y de Medio
Ambiente, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 12 de diciembre de 1997,

DISPONGO:

Artículo 1

1. Las medidas establecidas en el presente Real De-
creto-Ley se apticarán a la reparación de los daños oca-
sionados par las inundaciones y temporales de viento
acaecidos en las Comunidades Autónomas de Extrema-
dura (Cáceres y Badajoz) y Andalucía (Huelva) los días 5
y 6 de noviembre de 1997.

Los términos municipales y núcleos de población
afectados a los que concretamente sean de aplicación las
medias aludidas, se determinarán por Orden del Ministro
del Interior.

2. A los efectos de dichas actuaciones reparadoras,
se entenderán también incluidos aquellos otros términos
municipales o núcleos de población en los que, para la
correcta ejecución de las obras necesarias, sean impres-
cindibles las actuaciones de los Departamentos ministe-
riales competentes.

3. A los proyectos que ejecuten la entidades locales
en los términos municipales o núcleos de población a que
se refieren los apartados anteriores, relativos a las obras
de reparación o restitución de las infraestructuras, equi-

pamientos o instalaciones y servicios contemplados en el
artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de
las Bases de Régimen Local y a la red viaria de titulari-
dad de las Diputaciones Provinciales, se les aplicará el
trámite de urgencia, pudiendo concedérseles por el Esta-
do una subvención máxima del 50 por 100 de su coste.

Artículo 2

Los daños directos ocasionados por las inundaciones y
temporales de viento sobre producciones agrarias, asegura-
das con pólizas en vigor del Seguro Agrario Combinado,
regulado por la Ley 87/1978, de 28 de diciembre, cuando
dichos riesgos no estén incluidos en las Órdenes regulado-
ras de las condiciones de aseguramiento, serán objeto de
indemnización con cargo al crédito extraordinario fijado
en el artículo 16.1 del presente Real Decreto-Ley.

Artículo 3

Se faculta a la titular del Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentación para declarar zona de actuación es-
pecial las áreas afectadas, con objeto de que dicho De-
partamento o sus organismos autónomos puedan restau-
rar, en lo posible, la situación anterior a la catástrofe,
aplicando los beneficios establecidos en la Ley de Refor-
ma y Desarrollo Agrario, y para introducir en la clasifica-
ción de las obras previstas en el título II de su libro III las
modificaciones impuestas por las peculiares característi-
cas de los daños sufridos.

A tales efectos, se declaran de emergencia las obras
de reposición de infraestructuras agrarias y rurales de uso
colectivo, que sea necesario ejecutar por el Ministerio de
Agricultura, Pesca y Alimentación en el ámbito de sus
competencias.

Artículo 4

Se faculta a la titular del Ministerio de Medio Am-
biente para declarar zona de actuación especial las áreas
afectadas, con objeto de que los organismos dependientes
de dicho Departamento, en el ámbito de sus competen-
cias, puedan restaurar en lo posible los daños sufridos.

A los efectos indicados, se declaran de emergencia las
obras destinadas a reparar los daños causados en infraes-
tructuras hidráulicas, y las de restauración hidrológico-
forestal y de conservación de suelos en las cuencas hidro-
gráficas afectadas.

Artículo 5

Se faculta al titular del Ministerio de Fomento para
declarar zona de actuación especial las áreas afectadas,
con objeto de que los organismos dependientes de dicho
Departamento, en el ámbito de sus competencias, puedan
restaurar en lo posible los daños sufridos.

A los efectos indicados, se declaran de emergencia las
obras destinadas a reparar los daños causados en infraes-
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tructuras estatales y la implantación de albergues provi-
sionales que sean necesarios ejecutar por el citado Minis-
terio.

Artículo 6

Se concede moratoria para las obligaciones de pago
siguientes:

1. Los créditos hipotecarios y pignoraticios, sus
amortizaciones e intereses vencidos o que venzan entre el
5 de noviembre de 1997 y el 4 de febrero de 1998, ambos
inclusive, cuando los bienes gravados con hipoteca o
constituidos en prenda hayan sufrido daños y estén situa-
dos en los términos municipales que determine la Orden
ministerial a dictar en desarrollo del artículo 1 de este
Real Decreto-Ley.

2. Los créditos de todas clases vencidos o que ven-
zan en el período antes indicado:

a) Contra personas residentes o entidades domicilia-
das en los términos municipales aludidos en el apartado
anterior que en ellos posean fincas rústicas o urbanas,
instalaciones o explotaciones industriales o comerciales,
siempre que hayan sufrido daños en las mismas o que su
capacidad de pago se vea disminuida como consecuencia
de los siniestros producidos por los fenómenos meteoro-
lógicos de referencia.

b) Contra personas o entidades que, aunque residan
o estén domiciliadas fuera de dichos términos municipa-
les, posean en ellos fincas rústicas o urbanas, instalacio-
nes o explotaciones industriales o comerciales y hayan
sufrido daños de consideración en ellas.

3. Esta moratoria no será aplicable cuando el deudor
sea un establecimiento bancario o de crédito.

4. A partir del día 4 de febrero de 1998, fecha en que
concluye el período de duración de la moratoria estableci-
da en los apartados anteriores de este artículo, los créditos
antes citados serán exigibles por los acreedores en los tér-
minos pactados. El protesto de letras de cambio y efectos
de comercio impagados, que hubieran vencido durante el
período de moratoria podrá efectuarse en cualquiera de los
ocho días hábiles siguientes al del término de la misma.

5. Quedan a salvo los pactos y convenios que estipu-
len libremente las partes interesadas con posterioridad a
la publicación de este Real Decreto-Ley, que no será de
aplicación a los créditos nacidos y a los renovados des-
pués de la misma fecha.

Artículo 7

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto
sobre Bienes Inmuebles de naturaleza rústica correspon-
diente al ejercicio de 1997, que afecten a explotaciones
agrarias situadas en los municipios que determine la Or-
den ministerial a dictar en desarrollo del artículo 1, en las
que se hubieran producido destrozos en cosechas, gana-
dos, o bienes que constituyan siniestros no cubiertos por
ninguna fórmula de aseguramiento público o privado.

2. Igualmente, y para el mismo ejercicio económico,
se concede la exención de las cuotas del Impuesto de
Bienes Inmuebles de naturaleza urbana que afecten a vi-
viendas, establecimientos industriales y mercantiles, lo-
cales de trabajo y similares, dañados como consecuencia
directa de las lluvias y temporales de viento, cuando se
acredite que tanto las personas como los bienes en ellos
ubicados hayan tenido que ser objeto de realojamiento
total o parcial en otras viviendas o locales diferentes has-
ta la reparación de los daños sufridos.

3. Se concede una reducción en el Impuesto sobre
Actividades Económicas para el ejercicio de 1997 a las
industrias, establecimientos mercantiles y profesionales
cuyos locales de negocios o bienes afectos a esa activi-
dad hayan sido dañados como consecuencia directa de
las lluvias y temporales de viento, siempre que hubieran
tenido que ser objeto de realojamiento o se hayan produ-
cido daños que obliguen al cierre de la actividad. La indi-
cada reducción será proporcional al tiempo en que se ha-
ya producido el cese de la actividad o, en su caso, se
estime, previa valoración al efecto, del tiempo necesario
para reiniciarla en condiciones de normalidad, ya sea en
los mismos locales o en otros habilitados al efecto, sin
perjuicio de considerar, cuando la gravedad de los daños
producidos dé origen a ello, el supuesto de cese en el
ejercicio de la misma que surtirá sus efectos desde el día
31 de diciembre de 1996.

4. Las exenciones y reducciones de cuotas en los tri-
butos señalados en los apartados anteriores comprende-
rán la de los recargos legalmente autorizados sobre los
mismos.

5. Los contribuyentes que, teniendo derecho a las
exenciones establecidas en los apartados anteriores, hu-
bieren satisfecho los recibos correspondientes a dicho
ejercicio fiscal, podrán pedir la devolución de las canti-
dades ingresadas.

6. El plazo de ingreso de las deudas tributarias, re-
sultantes de liquidaciones practicadas por la Administra-
ción, excepto las practicadas como consecuencia de ope-
raciones de comercio exterior, que se encuentren tanto en
período voluntario de ingreso como apremiadas, cuyo
vencimiento estuviese comprendido entre el 5 de no-
viembre de 1997 y el 4 de febrero de 1998, se prorrogará
hasta la última fecha indicada.

Asimismo, los períodos de presentación y de ingreso
de autoliquidaciones y declaraciones-liquidaciones prac-
ticadas por el obligado tributario y demás declaraciones
que sean consecuencia del cumplimiento de obligaciones
formales, que no hayan sido objeto de requerimiento in-
dividual, cuyo plazo hábil finalizase en el período ante-
riormente indicado, queda prorrogado hasta esta última
fecha.

Los ingresos realizados en virtud de las prórrogas es-
tablecidas en los dos párrafos anteriores no devengarán
intereses de demora por dichos plazos de prórroga, sin
perjuicio de la exigibilidad de los que ya se hubieran de-
vengado o de los que se devenguen con posterioridad.

El ámbito de aplicación de lo dispuesto en los párra-
fos anteriores de este apartado se extiende a los obligados
tributarios por obligaciones formales que tengan el domi-
cilio fiscal en los términos municipales o núcleos de po-
blación que determine la Orden ministerial a dictar en de-
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sarrollo del artículo 1, y se extenderá asimismo a las obli-
gaciones de presentación o ingreso derivadas de activida-
des empresariales o profesionales realizadas desde domi-
cilios de la actividad localizados en dichos términos
municipales.

7. Se minorará en la cantidad de 165.000 pesetas la
cuota tributaria correspondiente al Impuesto Especial so-
bre Determinados Medios de Transporte, regulado por la
Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especia-
les, por la primera matriculación definitiva que se pro-
duzca en España de vehículos nuevos o usados, como
consecuencia de la adquisición de automóviles efectuada
para sustituir a otros que hubieran padecido siniestro to-
tal como consecuencia de las inundaciones y temporales
de viento, siempre que se justifique la baja de los mismos
por tal motivo en la Jefatura de Tráfico y que dicha ad-
quisición se realice en el plazo de un año a partir de la fe-
cha de publicación del presente Real Decreto-Ley. En
ningún caso, la deducción practicable en la cuota podrá
superar el importe de la misma.

Asimismo, la tramitación de las bajas de vehículos,
solicitadas como consecuencia de los daños producidos
por las lluvias y temporales de viento, y la expedición de
duplicados de permisos de circulación o de conducción
destruidos o extraviados por dichas causas no devengarán
las tasas correspondientes a los respectivos servicios de
la Jefatura Central de Tráfico.

8. La disminución de ingresos que las normas de es-
te artículo produzcan en los Ayuntamientos y Diputacio-
nes Provinciales será compensada mediante la imputa-
ción específica de su importe con cargo a los recursos
derivados del artículo 77 de la Ley 12/1996, de 30 de di-
ciembre, de Presupuestos Generales del Estado para
1997.

Artículo 8

Las cantidades devengadas en el ámbito de aplicación
territorial a que se refiere el artículo 1 de la presente dis-
posición en concepto de tarifas de utilización de agua y
canon de regulación, que no se encuentren incursas en
vía de apremio a la entrada en vigor de esta norma, po-
drán ser objeto de aplazamiento o fraccionamiento sin
que las cuotas aplazadas o fraccionadas devenguen inte-
reses de demora y sin necesidad de prestar las garantías a
que se refiere el apartado cuarto del artículo 61 de la Ley
General Tributaria.

Artículo 9

Para las explotaciones y actividades agrarias realiza-
das en las zonas que determine la Orden a dictar en desa-
rrollo del artículo 1 del presente Real Decreto-Ley, y
conforme a las previsiones contenidas al respecto en el
artículo 28, apartado cuatro.1 del Reglamento del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado
por Real Decreto 1841/1991, de 30 de diciembre, el Mi-
nisterio de Economía y Hacienda, a la vista del informe
del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, po-
drá autorizar, con carácter excepcional, para 1997, la re-

ducción de los índices de rendimiento neto a los que se
refiere la Orden de 27 de noviembre de 1996, sobre apli-
cación del método de estimación objetiva por signos, ín-
dices o módulos en el Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas para 1997.

Igualmente, y para las mismas zonas que se determi-
nen, el Ministerio de Economía y Hacienda podrá autori-
zar, con carácter excepcional para 1997, la reducción del
rendimiento neto del resto de las explotaciones afectadas
cuyas actividades estén acogidas a la modalidad de sig-
nos, índices o módulos del método de estimación objeti-
va del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Artículo 10

1. Los expedientes de regulación de empleo que
tengan su causa en los daños producidos por las inunda-
ciones y temporales de viento tendrán la consideración
de provenientes de una situación de fuerza mayor con
las consecuencias que se derivan de los artículos 47 y
51 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Tra-
bajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo. La autoridad laboral podrá
exonerar al empresario del abono de las cuotas a la Se-
guridad Social en el primer supuesto mientras dure el
período de suspensión, manteniéndose la condición de
dicho período como efectivamente cotizado por el tra-
bajador. En los casos en que se produzca extinción del
contrato, las indemnizaciones de los trabajadores corre-
rán a cargo del Fondo de Garantía Salarial, con los lími-
tes legalmente establecidos.

En los expedientes en que se resuelva favorablemente
la suspensión de contratos o reducción temporal de la
Jornada de trabajo, en base a circunstancias excepciona-
les, la autoridad laboral podrá autorizar que el tiempo en
que se perciban las prestaciones por desempleo reguladas
en el Título III del texto refundido de la Ley General de
la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 1/1994, de 20 de junio, que traigan su causa inme-
diata en las inundaciones y temporales de viento, no se
compute a efectos de consumir los períodos máximos de
percepción establecidos. Igualmente, podrá autorizar que
reciban prestaciones por desempleo aquellos trabajadores
incluidos en dichos expedientes que carezcan de los perío-
dos de cotización necesarios para tener derecho a las mis-
mas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta propia
no incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Segu-
ridad Social podrán solicitar y obtener, previa justifica-
ción de los daños sufridos, una moratoria de un año sin
interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad So-
cial correspondientes a los meses de noviembre de 1997
a enero de 1998, ambos inclusive.

Los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Ré-
gimen Especial Agrario de la Seguridad Social domicilia-
dos en la zona afectada por las inundaciones y tempora-
les de viento gozarán de exención del pago de sus cuotas
fijas mensuales correspondientes a los meses de noviem-
bre de 1997 a enero de 1998, ambos inclusive, con dere-
cho a devolución, en su caso, de las ya ingresadas.
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Asimismo, se concede exención en el pago de las
cuotas del Régimen Especial Agrario de la Seguridad So-
cial por las jornadas reales del mismo, correspondientes a
los meses de noviembre de 1997 a enero de 1998 con de-
recho a devolución, en su caso, de las ya ingresadas.

3. Para llevar a cabo las obras de reparación de los
daños causados, las Corporaciones locales podrán solici-
tar subvenciones al Instituto Nacional de Empleo, al am-
paro de lo previsto en la Orden del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social de 2 de marzo de 1994, por la que se
establecen las bases para la concesión de subvenciones
por este Instituto en el ámbito de las Corporaciones loca-
les, para la contratación de trabajadores desempleados en
la realización de obras y servicios de interés general y so-
cial.

Por otra parte, para la realización de las obras de re-
paración de los servicios públicos, las Administraciones
Públicas y entidades sin ánimo de lucro podrán solicitar
del Instituto Nacional de Empleo la adscripción de traba-
jadores perceptores de las prestaciones por desempleo
para trabajos de colaboración social de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 213.3 del texto refundido de la
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Artículo 11

1. Se conceden ayudas, en los términos que a conti-
nuación se dispone, para paliar los daños personales que
tengan su causa en la catástrofe a que el presente Real
Decreto-Ley se refiere.

2. Ayudas por daños personales:

a) La cantidad a conceder en caso de fallecimiento
ascenderá a 2.000.000 de pesetas por cada persona falle-
cida. Idéntica cantidad se concederá en los casos de inca-
pacidad absoluta permanente, cuando dicha incapacidad
hubiera sido causada por los mismos hechos.

b) Asimismo, los gastos de hospitalización de las
personas afectadas serán abonados siempre y cuando no
fueran cubiertos por ningún sistema público o privado de
asistencia sanitaria.

3. Serán beneficiarios de estas ayudas a título de víc-
timas indirectas, en el caso de muerte y con referencia
siempre a la fecha de ésta, las personas que reúnan las
condiciones que se indican a continuación:

a) El cónyuge del fallecido, si no estuviera separado
legalmente, o la persona que hubiere venido conviviendo
con el fallecido de forma permanente, con análoga rela-
ción de afectividad a la de cónyuge, durante, al menos,
los dos años anteriores al momento del fallecimiento, sal-
vo que hubieran tenido descendencia, en cuyo caso, bas-
tará la mera convivencia.

b) Los hijos menores de edad de los fallecidos o de
las otras personas a que se refiere el punto a) de este mis-
mo apartado y los mayores de edad si hubieran sufrido
un perjuicio económico-patrimonial relevante, debida-
mente acreditado, en relación a su situación económica
anterior a la catástrofe.

c) En defecto de las personas mencionadas anterior-
mente, serán beneficiarios los padres de la persona falle-
cida, en el mismo supuesto de perjuicio económico-patri-
monial previsto en el apartado anterior.

d) En defecto de las personas mencionadas en los
apartados a), b) y c), serán beneficiarios los hermanos de
la persona fallecida, si acreditan dependencia económica
de aquélla.

4. De concurrir varios beneficiarios a título de vícti-
mas indirectas, la distribución de la cantidad a que as-
cienda la ayuda se efectuará de la siguiente forma:

a) La cantidad se dividirá en dos mitades. Corres-
ponderá una al cónyuge o a la persona que hubiera veni-
do conviviendo con el fallecido en los términos del punto
a) del apartado anterior. Corresponderá la otra mitad a los
hijos mencionados en el punto b) del apartado anterior, y
se distribuirá entre todos ellos por partes iguales.

b) De resultar beneficiarios los padres del fallecido
la cantidad a que asciende la ayuda se repartirá entre
ellos por partes iguales.

c) De resultar beneficiarios los hermanos del falleci-
do, la cantidad a que asciende la ayuda se repartirá entre
ellos por partes iguales.

5. Las solicitudes para la concesión de estas ayudas
se presentarán en el término de un mes contado a partir
de la entrada en vigor del presente Real Decreto-Ley y
serán resueltas por el Ministro del Interior en el plazo de
tres meses.

Artículo 12

1. En los casos en que la Administración autonómica
o local contemple la concesión de ayudas para la reposi-
ción de enseres del ajuar doméstico, la reparación de las
viviendas siniestradas parcialmente o el pago del alquiler
de un inmueble hasta la puesta efectiva de una vivienda a
disposición de los damnificados, la Administración Gene-
ral del Estado contribuirá a la financiación de estas ayu-
das mediante una subvención del 50 por 100 de su coste,
con cargo al crédito extraordinario que se dota en el apar-
tado 1 del artículo 16 del presente Real Decreto-Ley.

2. La participación estatal en la financiación de las
actuaciones de la Administración Autonómica para dotar
de nuevas viviendas de promoción pública a los damnifi-
cados se regirá por lo dispuesto en el artículo 14 de esta
norma.

Artículo 13

1. En los casos de ayudas personales y materiales
previstos en los dos artículos anteriores no será aplicable
el régimen de ayudas contemplado para estos daños en la
Orden del Ministerio del Interior de 18 de marzo de
1993, modificada parcialmente por la de 30 de julio de
1996.

2. Las ayudas previstas en los dos artículos anterio-
res se financiarán con cargo al crédito que a estos efectos
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se habilite, en los Presupuestos de la Dirección General
de Protección Civil, mediante transferencia previa, reali-
zada por el Ministro de Economía y Hacienda, desde el
crédito extraordinario a que se refiere el artículo 16.1 del
presente Real Decreto-Ley.

Artículo 14

Se autoriza al Ministro de Fomento, sin sujeción a lo
dispuesto en los artículos 61.3 y 74.4 del texto refundido
de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real De-
creto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, modi-
ficado por la Ley 11/1996, de 27 de diciembre, de Medi-
das de Disciplina Presupuestaria, para suscribir la
Addenda al Convenio de 22 de mayo de 1992 entre la
Comunidad Autónoma de Extremadura y el Ministerio de
Obras Públicas y Transportes, modificado por Addenda
de 11 de septiembre de 1995, cuya finalidad será la cons-
trucción de 1.200 viviendas a promover directamente por
la Consejería de Obras Públicas y Transportes de la Junta
de Extremadura y financiar conjuntamente por el Minis-
terio de Fomento y dicha Comunidad Autónoma.

La aportación del Ministerio de Fomento se financia-
rá con cargo al crédito extraordinario que se dota en el
apartado segundo del artículo 16 del presente Real De-
creto-Ley.

Artículo 15

1. A los efectos prevenidos en el artículo 73 de la
Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, tendrán la consideración de obras,
servicios, adquisiciones o suministros de emergencia las
de reparación o mantenimiento del servicio de infraes-
tructuras y equipamientos, así como las obras de reposi-
ción de bienes perjudicados por la catástrofe, cualquiera
que sea su cuantía.

2. A esos mismos efectos se incluyen, en todo caso,
entre las infraestructuras, las hidráulicas, las educativas,
las sanitarias, las agrarias de uso común, los regadíos, y
las carreteras en la zona afectada.

3. Se declara urgente la ocupación de los bienes
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere el presente artículo, a
los efectos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Ex-
propiación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954.

4. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción se dispensará del requisito previo de disponibilidad
de terrenos a que se refieren los artículos 81 y 83 del Re-
glamento General de Contratación del Estado aprobado
por el Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre, sin per-
juicio de que su ocupación efectiva no se haga hasta la
formalización del acta de ocupación.

Artículo 16

1. Se concede un crédito extraordinario, dotado con
6.000.000.000 de pesetas, con carácter de ampliable, en
el vigente Presupuesto de Gastos del Estado, Sección 31

«Gastos de Diversos Ministerios», Servicio 02 «Direc-
ción General de Presupuestos. Gastos de los departamen-
tos ministeriales», Programa 633K «Actuaciones de
emergencia ante catástrofes naturales», Concepto 483 pa-
ra atenciones de todo orden derivadas de la aplicación del
Real Decreto-Ley 24/1997, de 12 de diciembre, cualquie-
ra que sea la naturaleza del gasto y el destinatario del
mismo.

2. Para financiar las actividades a que se refiere el
artículo 14, se concede un crédito extraordinario, dotado
con 4.000.000.000 de pesetas, en el vigente Presupuesto
de Gastos del Estado, Sección 17 «Ministerio de Fomen-
to», Servicio 09 «Dirección General para la Vivienda, la
Arquitectura y el Urbanismo», Programa 431A «Promo-
ción, Administración y Ayudas para Rehabilitación y Ac-
ceso a la Vivienda», Concepto 750 «Transferencias de
capital a Comunidades Autónomas», Subconcepto 11 «A
la Comunidad Autónoma de Extremadura addenda al
Convenio de 22 de mayo de 1992, para la promoción pú-
blica de 6.000 viviendas».

3. El Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta
de la Comisión a que se refiere el artículo 19 de este Real
Decreto-Ley, podrá autorizar las transferencias necesa-
rias desde el crédito dotado en el apartado 1 anterior a los
departamentos u organismos que tengan a su cargo las
ayudas, subvenciones o beneficios, gastos e inversiones y
demás atenciones relacionadas con la finalidad del mis-
mo. A estas transferencias no les serán de aplicación las
limitaciones previstas en el artículo 70 del texto refundi-
do de la Ley General Presupuestaria, aprobada por Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

4. Los créditos extraordinarios a que se refieren los
apartados anteriores se financiarán con deuda pública de
acuerdo con lo establecido en el artículo 101 del texto re-
fundido citado.

5. Los remanentes que presenten los indicados crédi-
tos al finalizar el ejercicio 1997, se incorporarán al Pre-
supuesto del ejercicio siguiente.

Artículo 17

El Instituto de Crédito Oficial (ICO), como Agencia
Financiera del Estado, propondrá un acuerdo con las en-
tidades financieras con implantación en las Comunida-
des Autónomas afectadas, por el que el ICO pondrá a
disposición de las mismas líneas de préstamo por im-
porte total de 5.000.000.000 de pesetas, que podrá ser
ampliado por el Ministro de Economía y Hacienda en
función de la evaluación de los daños y de la demanda
consiguiente.

Estas líneas de préstamo tendrán como finalidad anti-
cipar la reparación o reposición de instalaciones indus-
triales y mercantiles, explotaciones agrarias y ganaderas,
locales de trabajo de profesionales y automóviles que se
hayan visto inutilizados como consecuencia de las inun-
daciones y temporales de viento, y se materializarán en
operaciones de préstamo concedidas por dichas entidades
financieras cuyas características serán:

Importe máximo: El del daño evaluado por la Delega-
ción del Gobierno o Subdelegación del Gobierno de la
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provincia o Ayuntamiento correspondiente o, en su caso,
por el Consorcio de Compensación de Seguros.

Plazo: El establecido entre las partes, con un máximo
de siete años.

Interés: El tipo de cesión por el ICO a las entidades
financieras será el 3 por 100 TAE, con un margen máxi-
mo de intermediación para las mismas del 0,5 por 100.
En consecuencia el tipo final máximo para el prestatario
será del 3,5 por 100 TAE.

Tramitación: Las solicitudes serán presentadas a la
entidad financiera mediadora, quien decidirá sobre la
concesión del préstamo, siendo a su cargo el riesgo de la
operación.

El quebranto que para el ICO suponga el diferencial
entre el coste de mercado de la obtención de los recursos
y el tipo antes citado del 3 por 100 TAE será cubierto con
cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 18

Se faculta al titular del Ministerio de Administraciones
Públicas, en el marco de la cooperación económica del
Estado a las inversiones de las entidades locales, regulada
por Real Decreto 1328/1997, de 1 de agosto, y de confor-
midad con lo previsto en el artículo 19.2, para proponer el
pago de las subvenciones a que se refiere el artículo 1.3,
con cargo al crédito específico cuya transferencia haya
autorizado el Ministerio de Economía y Hacienda en vir-
tud del crédito extraordinario que dota en el apartado 1
del artículo 16 del presente Real Decreto-Ley.

Las entidades locales ejecutarán las obras aprobadas,
dando cuenta a fin de cada semestre natural del estado de
su ejecución al Ministerio de Administraciones Públicas
a través de la Dirección General para la Administración
Local.

Artículo 19

1. Se crea una Comisión Interministerial para la apli-
cación de las medidas establecidas en el presente Real De-
creto-Ley, coordinada por la Dirección General de Protec-
ción Civil e integrada por representantes de la Presidencia
del Gobierno y de los Ministerios de Economía y Hacien-
da; del interior; de Fomento; de Educación y Cultura; de
Trabajo y Asuntos Sociales; de Industria y Energía; de
Agricultura, Pesca y Alimentación; de Administraciones
Públicas y de Medio Ambiente, así como por los Delega-
dos del Gobierno en las Comunidades Autónomas en las
que resulte de aplicación el presente Real Decreto-Ley.

2. La determinación y evaluación general de las ne-
cesidades a atender con las medidas previstas en el pre-
sente Real Decreto-Ley se llevarán a cabo por la Comi-
sión a que se refiere el apartado anterior, en coordinación
con las Autoridades de las Comunidades Autónomas a
través de las Delegaciones del Gobierno.

Artículo 20

1. Sin perjuicio de lo establecido sobre determina-
ción y evaluación general de las necesidades a atender,

los Delegados del Gobierno podrán solicitar del Consor-
cio de Compensación de Seguros, para una más correcta
evaluación de los daños, las correspondientes valoracio-
nes de los mismos siempre que no afecten a bienes de ti-
tularidad estatal, o se hallen entre los contemplados en el
artículo relativo a los ocasionados en producciones agra-
rias.

2. Los gastos generados por las valoraciones a que
se refiere el apartado anterior, se atenderán con cargo al
crédito extraordinario establecido en el artículo 16.1 del
presente Real Decreto-Ley.

Disposición adicional única

Lo establecido en el presente Real Decreto-Ley se en-
tiende sin perjuicio de las competencias que correspon-
den a las Comunidades Autónomas, al amparo de sus Es-
tatutos de Autonomía.

Disposición final primera

El Gobierno y los distintos titulares de los Departa-
mentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los
plazos para la ejecución de lo establecido en el presente
Real Decreto-Ley.

Disposición final segunda

El presente Real Decreto-Ley entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 12 de diciembre de 1997.

130/000038

Se publica a continuación el Real Decreto-Ley 25/1997,
de 12 de diciembre, por el que se conceden créditos extra-
ordinarios por importe total de 5.895.826.962 pesetas para
atender comunicaciones postales y telegráficas y otros gas-
tos del Ministerio de Justicia (núm. expte. 130/000038).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2
de la Constitución, dicho Real Decreto-Ley fue sometido
a debate y votación de totalidad por el Congreso de los
Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se acor-
dó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.
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REAL DECRETO-LEY 25/1997, DE 12 DE DICIEM-
BRE, POR EL QUE SE CONCEDEN CRÉDITOS EX-
TRAORDINARIOS POR IMPORTE TOTAL DE
5.895.826.962 PESETAS PARA ATENDER COMUNI-
CACIONES POSTALES Y TELEGRÁFICAS Y OTROS 

GASTOS, DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

De acuerdo con lo establecido en el artículo 63 del
texto refundido de la Ley General Presupuestaria, según
la redacción dada al mismo por la Ley 11/1996, de 27 de
diciembre, de Medidas de Disciplina Presupuestaria, con
cargo a los créditos de cada presupuesto sólo podrán con-
traerse obligaciones derivadas de adquisiciones, obras.
servicios y demás prestaciones o gastos en general que se
realicen en el año natural del propio ejercicio presupues-
tario. En ese artículo, además, se establecen los requisitos
para que, en determinadas circunstancias, se imputen al
presupuesto de un ejercicio obligaciones generadas en
ejercicios anteriores.

En el Ministerio de Justicia ha de atenderse al pago de
diversas obligaciones procedentes de ejercicios anteriores
que están pendientes de imputar presupuestariamente y
que no pueden ser aplicadas al ejercicio corriente por no
concurrir en ellas los requisitos a que hace referencia el
citado artículo 63. Dichas obligaciones derivan funda-
mentalmente de comunicaciones postales y telegráficas,
que ascienden a 4.313.758.298 pesetas, así como de otros
gastos corrientes en bienes y servicios de inversiones y
de gastos de formación del personal.

Dado que las citadas obligaciones no pueden ser im-
putadas al ejercicio corriente, que su pago no puede re-
trasarse por el correspondiente perjuicio que supone para
los terceros acreedores, y que la propia disciplina presu-
puestaria exige que no se demore su aplicación a presu-
puesto, ha de dictarse la oportuna norma con rango de
Ley para dotar la cobertura crediticia necesaria para su
cancelación.

En su virtud en uso de la autorización contenida en el
artículo 86 de la Constitución, a propuesta del Vicepresi-
dente Segunda del Gobierno y Ministro de Economía y
Hacienda y de la Ministra de Justicia, de acuerdo con el
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de
Ministros en su reunión del día 12 de diciembre de 1997,

DISPONGO:

Artículo 1

Para atender obligaciones de ejercicios anteriores se
conceden créditos extraordinarios por importe de
5.895.826.962 pesetas, en el vigente presupuesto de la
Sección 13 «Ministerio de Justicia», con el detalle que se
recoge en el anexo.

Artículo 2

Los créditos extraordinarios que se conceden en el ar-
tículo 1 se financiarán con Deuda Pública, de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 101 del texto refundi-
do de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

Disposición final única

El presente Real Decreto-Ley entrará en vigor el mismo
día de su publicacion en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 12 de diciembre de 1997.

CONGRESO 26 DE DICIEMBRE DE 1997.—SERIE D. NÚM. 225
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130/000039

Se publica a continuación el Real Decreto-Ley
26/1997, de 12 de diciembre, por el que se conceden cré-
ditos extraordinarios por importe total de 2.878.325.603
pesetas para atender obligaciones derivadas de gastos co-

rrientes en bienes y servicios e inversiones en hospitales
militares y otros gastos del Ministerio de Defensa (núm.
expte. 130/000039).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2
de la Constitución, dicho Real Decreto-Ley fue sometido
a debate y votación de totalidad por el Congreso de los
Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se acor-
dó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

REAL DECRETO-LEY 26/1997, DE 12 DE DICIEMBRE,
POR EL QUE SE CONCEDEN CRÉDITOS EXTRAOR-
DINARIOS POR IMPORTE TOTAL DE 2.878.325.603
PESETAS PARA ATENDER OBLIGACIONES DERIVA-
DAS DE GASTOS CORRIENTES EN BIENES Y SERVI-
CIOS E INVERSIONES EN HOSPITALES MILITARES
Y OTROS GASTOS DEL MINISTERIO DE DEFENSA

De acuerdo con lo establecido en el artículo 63 del
texto refundido de la Ley General Presupuestaria según la
redacción dada al mismo por la Ley 11/1996, de 27 de di-
ciembre, de Medidas de Disciplina Presupuestaria, con
cargo a los créditos de cada presupuesto sólo podrán con-
traerse obligaciones derivadas de adquisiciones, obras,
servicios, y demás prestaciones o gastos en general que se
realicen en el año natural del propio ejercicio presupuesta-
rio. En ese artículo, además, se establecen los requisitos
para que, en determinadas circunstancias, se imputen al
presupuesto de un ejercicio obligaciones generadas en
ejercicios anteriores.

En el Ministerio de Defensa ha de atenderse al pago de
diversas obligaciones procedentes de ejercicios anteriores,
que están pendientes de imputar presupuestariamente y que
no pueden ser aplicadas al ejercicio corriente por no concu-
rrir en ellas los requisitos a que hace referencia el citado ar-
tículo 63. Dichas obligaciones derivan de gastos corrientes
en bienes y servicios por importe de 2.824.851.793 pesetas,
de los que 2.542.039.227 pesetas corresponden a gastos en
hospitales militares, 282.812.566 pesetas a gastos en otros
servicios y 53.473.810 pesetas a inversiones reales realiza-
das también en dichos hospitales.

Dado que las citadas obligaciones no pueden ser impu-
tadas al ejercicio corriente, que su pago no puede retrasar-
se por el correspondiente perjuicio que supone para los
terceros acreedores, y que la propia disciplina presupues-
taria exige que no se demore su aplicación a presupuesto,
ha de dictarse la oportuna norma con rango de Ley para
dotar la cobertura crediticia necesaria para su cancelación.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el
artículo 86 de la Constitución, a propuesta del Vicepresi-
dente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y
Hacienda y del Ministro de Defensa, de acuerdo con el
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de
Ministros en su reunión del día 12 de diciembre de 1997,

CONGRESO 26 DE DICIEMBRE DE 1997.—SERIE D. NÚM. 225
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DISPONGO:

Artículo 1

Para atender obligaciones de ejercicios anteriores se
conceden créditos extraordinarios por importe de
2.878.325.603 pesetas, en el vigente presupuesto de la
Sección 14 «Ministerio de Defensa», con el detalle que
se recoge en el anexo

Artículo 2

Los créditos extraordinarios que se conceden en el ar-
tículo 1 se financiarán con Deuda Pública de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 101 del texto refundi-
do de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

Disposición final única

El presente Real Decreto-Ley entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 12 de diciembre de 1997
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130/000040

Se publica a continuación el Real Decreto-Ley 27/1997,
de 12 de diciembre, por el que se conceden créditos extraor-
dinarios por importe total de 8.956.161.394 pesetas para
atender obligaciones derivadas de gastos corrientes en bie-
nes y servicios, inversiones y otros gastos del Ministerio del
Interior (núm. expte. 130/000040).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2
de la Constitución, dicho Real Decreto-Ley fue sometido
a debate y votación de totalidad por el Congreso de los
Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se acor-
dó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

REAL DECRETO-LEY 27/1997, DE 12 DE DICIEM-
BRE, POR EL QUE SE CONCEDEN CRÉDITOS EX-
TRAORDINARIOS POR IMPORTE TOTAL DE
8.956.161.394 PESETAS PARA ATENDER OBLIGA-
CIONES DERIVADAS DE GASTOS CORRIENTES
EN BIENES Y SERVICIOS, INVERSIONES Y OTROS 

GASTOS DEL MINISTERIO DEL INTERIOR

De acuerdo con lo establecido en el artículo 63 del
texto refundido de la Ley General Presupuestaria, según
la redacción dada al mismo por la Ley 11/1996, de 27 de
diciembre, de Medidas de Disciplina Presupuestaria, con
cargo a los créditos de cada presupuesto sólo podrán con-
traerse obligaciones derivadas de adquisiciones, obras,
servicios y demás prestaciones o gastos en general que se
realicen en el año natural del propio ejercicio presupues-
tario. En ese artículo, además, se establecen los requisitos
para que, en determinadas circunstancias, se imputen al
presupuesto de un ejercicio obligaciones generadas en
ejercicios anteriores.

En el Ministerio del Interior ha de atenderse al pago
de diversas obligaciones procedentes de ejercicios ante-
riores que están pendientes de imputar presupuestaria-
mente y que no pueden ser aplicadas al ejercicio corrien-
te por no concurrir en ellas los requisitos a que hace
referencia el citado artículo 63. Dichas obligaciones deri-
van de gastos corrientes en bienes y servicios por importe
de 7.461.314.920 pesetas; de intereses de demora por im-
porte de 612.682.425 pesetas, y de inversiones asociada
al funcionamiento operativo de los servicios y otros gas-
tos por importe de 882.164.049 pesetas.

Dado que las citadas obligaciones no pueden ser impu-
tadas al ejercicio corriente, que su pago no puede retrasar-
se por el correspondiente perjuicio que supone para los
terceros acreedores, y que la propia disciplina presupues-
taria exige que no se demore su aplicación a presupuesto,
ha de dictarse la oportuna norma con rango de Ley para
dotar la cobertura crediticia necesaria para su cancelación.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el
artículo 86 de la Constitución, a propuesta del Vicepresi-

dente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y
Hacienda y del Ministro del Interior, de acuerdo con el
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de
Ministros en su reunión del día 12 de diciembre de 1997,

DISPONGO:

Artículo 1

Para atender obligaciones de ejercicios anteriores se
conceden créditos extraordinarios por importe de
8.956.161.394 pesetas, en el vigente presupuesto de la
Sección 16 «Ministerio del Interior», con el detalle que
se recoge en el anexo.

Artículo 2

Los créditos extraordinarios que se conceden en el ar-
tículo 1 se financiarán con Deuda Pública, de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 101 del texto refundi-
do de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

Disposición final única

El presente Real Decreto-Ley entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 12 de diciembre de 1997.

CONGRESO 26 DE DICIEMBRE DE 1997.—SERIE D. NÚM. 225
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130/000041

Se publica a continuación el Real Decreto-Ley
28/1997, de 12 de diciembre, por el que se conceden cré-
ditos extraordinarios por importe total de 11.509.761.347
pesetas para atender subvenciones a tipos de interés, en
los préstamos concedidos con motivo de las sequías de los
años 1994 y 1995, y otros gastos del Ministerio de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación (núm. expte. 130/000041).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2
de la Constitución, dicho Real Decreto-Ley fue sometido

a debate y votación de totalidad por el Congreso de los
Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se acor-
dó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

REAL DECRETO-LEY 28/1997, DE 12 DE DICIEMBRE,
POR EL QUE SE CONCEDEN CRÉDITOS EXTRAOR-
DINARIOS POR IMPORTE TOTAL DE 11.509.761.347
PESETAS PARA ATENDER SUBVENCIONES A TIPOS
DE INTERÉS, EN LOS PRÉSTAMOS CONCEDI-
DOS CON MOTIVO DE LAS SEQUÍAS DE LOS AÑOS
1994 Y 1995, Y OTROS GASTOS DEL MINISTERIO

DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN

De acuerdo con lo establecido en el artículo 63 del
texto refundido de la Ley General Presupuestaria, según
la redacción dada al mismo por la Ley 11/1996, de 27 de
diciembre, de Medidas de Disciplina Presupuestaria, con
cargo a los créditos de cada presupuesto sólo podrán con-
traerse obligaciones derivadas de adquisiciones, obras,
servicios y demás prestaciones o gastos en general que se
realicen en el año natural del propio ejercicio presupues-
tario. En ese artículo, además, se establecen los requisitos
para que, en determinadas circunstancias, se imputen al
presupuesto de un ejercicio obligaciones generadas en
ejercicios anteriores.

En el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción ha de atenderse al pago de diversas obligaciones
procedentes de ejercicios anteriores que están pendientes
de imputar presupuestariamente y que no pueden ser
aplicadas al ejercicio corriente por no concurrir en ellas
los requisitos a que hace referencia el citado artículo 63.
Dichas obligaciones dirivan de  subvenciones a tipos de
interés en los préstamos concedidos con motivo de las se-
quías de los año 1994 y 1995, por importe de
6.323.806.834 pesetas; subvenciones a los gastos de
constitución y funcionamiento de las organizaciones de
productores agrarios por importe de 2.950.740.824 pese-
tas; inversiones realizadas en virtud de convenios, por
importe de 2.158.185.456 pesetas, y otros gastos por im-
porte de 77.028.233 pesetas.

Dado que las citadas obligaciones no pueden ser impu-
tadas al ejercicio corriente, que su pago no puede retrasar-
se por el correspondiente perjuicio que supone para los
terceros acreedores, y que la propia disciplina presupues-
taria exige que no se demore su aplicación a presupuesto,
ha de dictarse la oportuna norma con rango de Ley para
dotar la cobertura crediticia necesaria para su cancelación.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el
artículo 86 de la Constitución, a propuesta del Vicepresi-
dente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y
Hacienda, y de la Ministra de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación, de acuerdo con el Consejo de Estado, y pre-
via deliberación del Consejo de Ministros en su reunión
del día 12 de diciembre de 1997,

CONGRESO 26 DE DICIEMBRE DE 1997.—SERIE D. NÚM. 225
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DISPONGO:

Artículo 1

Para atender obligaciones de ejercicios anteriores se
conceden créditos extraordinario por importe de
11.509.761.347 pesetas, en el vigente presupuesto de la
Sección 21 «Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimen-
tación», con el detalle que se recoge en el anexo.

Artículo 2

Los créditos extraordinarios que se conceden en el ar-
tículo 1 se financiarán con Deuda Pública, de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 101 del texto refundi-
do de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

Disposición final única

El presente Real Decreto-Ley entrará en vigor el mis-
mo día de su publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do».

Dado en Madrid a 12 de diciembre de 1997.
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CONTROL DE LA ACCIÓN DEL GOBIERNO
PROPOSICIONES NO DE LEY

Comisión de Asuntos Exteriores

161/000787

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy,
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asunto
de referencia:

(161) Proposición no de Ley en Comisión.

AUTOR: Grupo Parlamentario Popular, Grupo Parla-
mentario Socialista, Grupo Parlamentario Fe-
deral de Izquierda Unida, Grupo Parlamentario
de Convergència i Unió, Grupo Parlamentario
Vasco-PNV, Grupo Parlamentario Coalición
Canaria y Grupo Parlamentario Mixto.

Proposición no de Ley sobre apoyo al proceso de paz y
al retorno de los refugiados en el Sáhara.

Acuerdo:

Considerando que solicita el debate de la iniciativa en
Comisión, admitirla a trámite como Proposición no de
Ley, conforme al artículo 194 del Reglamento, y disponer
su conocimiento por la Comisión de Asuntos Exteriores. 

Asimismo, dar traslado del acuerdo al Gobierno y a los
Grupos proponentes y publicar en el BOLETÍN OFICIAL DE

LAS CORTES GENERALES.
En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica-

ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento
de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Los Grupos Parlamentarios abajo firmantes, al amparo
de lo establecido en el artículo 193 y siguientes del vigen-
te Reglamento del Congreso de los Diputados, presentan
la siguiente Proposición no de Ley sobre apoyo al proce-
so de paz y al retorno de los refugiados en el Sahara, para
su debate ante la Comisión de Asuntos Exteriores.

Motivación

Reiteradamente y en sucesivas ocasiones a través de
las correspondientes resoluciones parlamentarias, el Con-
greso de los Diputados ha manifestado su interés y preo-
cupación en apoyo y defensa de un proceso de paz que
permita al pueblo saharahui decidir libremente sobre su
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futuro y el de su territorio, mediante un referéndum, en
condiciones de justicia, seguridad, libertad y transparen-
cia, en cumplimiento de las resoluciones adoptadas por el
Consejo de Seguridad de este organismo internacional.

Tras los recientes acuerdos de Londres, Lisboa y
Houston, de julio, agosto y septiembre pasados, alcanza-
dos entre el Frente Polisario y Marruecos, bajo la media-
ción del ex Secretario de Estado, James Baker, las pers-
pectivas de una solución justa y definitiva en el Sáhara
Occidental, son reales. Como resaltaban los participantes
de sus respectivas delegaciones en dichos contactos, si el
proceso culmina sin mayores problemas, las ventajas de
una paz justa e irreversible en el Sáhara Occidental son
de una incalculable repercusión positiva.

La resolución pacífica y democrática de dicho proce-
so es, también decisiva para el Magreb y su vecindad y,
en especial, para el pueblo saharahui, que ha venido de-
mostrando desde su dignidad y en difíciles condiciones
de subsistencia, que merece dicha paz, en el contexto de
la difícil situación derivada de los sucesivos aplazamien-
tos y fracasos del llamado «Plan de Arreglo» aceptado
por las partes y adoptado mediante las Resoluciones 658
y 690 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.

Por otra parte España, al apoyar no solamente este
proceso en interés de la paz y de la estabilidad política de
la zona, aparece vinculada por una relación fructífera de
profunda de cooperación y de amistad entre el pueblo es-
pañol y el pueblo saharahui, expresada a través de las
múltiples muestras de solidaridad a lo largo de estos
años, que, mediante fondos para ayuda humanitaria que
abarcan asimismo a los otros pueblos de la zona, han ve-
nido siendo realizados a través de Organizaciones no Gu-
bernamentales, así como a través de las aportaciones e
iniciativas del conjunto de la sociedad española, promo-
vidas desde todo el territorio español.

Convendría también recordar que el Gobierno espa-
ñol, con el respaldo de todas las fuerzas políticas, anun-
ció en 1991 una serie de medidas (incluidas asignaciones
financieras por un importe de 4 millones de dólares para
el programa de repatriacion de refugiados) en apoyo a la
ejecución del Plan de Arreglo, propuesto por Pérez de
Cuéllar, alguna de las cuales pudieron ponerse en prácti-
ca, mientras que otras tuvieron que postponerse debido a
las dificultades encontradas por Naciones Unidas en el
registro de votantes, paso indispensable para el retorno
de refugiados y la celebración del referéndum.

España debe por tanto materializar su colaboración
efectiva para el adecuado desarrollo y ejecución de los
compromisos alcanzados en el Sáhara Occidental. Pres-
tando su apoyo y recursos según fueran necesarios a las
actuaciones que se contienen en el Plan y Calendario del
Secretario General de Naciones Unidas, recogidos en su
informe de 13 de noviembre de 1997.

Para que en materia de identificación, retorno de refu-
giados, acantonamiento de tropas, intercambio y libera-
ción de prisioneros o detenidos políticos, reconocimiento
de la autoridad de Naciones Unidas durante el período
transitorio y aplicación del Código de Conducta acordado
durante la campaña para el Referéndum en el Sáhara Oc-
cidental se articule el citado apoyo a la convocatoria de
un Referéndum con plenas garantías.

Por todo ello, se presenta la siguiente

Proposición no de Ley

«1. El Congreso de los Diputados, en apoyo de la
efectiva aplicación de los Acuerdos alcanzados entre el
Frente Polisario y Marruecos en Houston, expresa su vo-
luntad de coadyuvar al desarrollo de las actuaciones de
Naciones Unidas con el fin de alcanzar la solución pacífi-
ca y democrática para el problema del Sáhara, y, en espe-
cial, las que realice el Gobierno de España en interés de
la consecución y del éxito del citado proceso de paz.

2. Con el fin de colaborar en dicho proceso, el Con-
greso de los Diputados insta al Gobierno para que:

a) El Ministerio de Asuntos Exteriores informará a
La Secretaría General de Naciones Unidas de la disponi-
bilidad de España para cooperar en la puesta en práctica
del Plan de Arreglo para el Sáhara Occidental y recabará
de aquélla el conjunto de acciones en que más útil pueda
resultar la ayuda de España. Una vez recibida dicha in-
formación, el Gobierno elaborará un programa de apoyo
a la aplicación del Plan de Arreglo.

b) En la preparación y ejecución de dicho Programa el
Gobierno, consultará adecuadamente con las instancias
competentes de Naciones Unidas y el ACNUR, promovien-
do la apropiada coordinación e involucración de los Estados
miembros de la Unión Europea y de la Comisión, en el apo-
yo internacional a la puesta en práctica del citado Plan.

El referido Programa de actuación se orientará a faci-
litar el desarrollo y obtención de los objetivos que son
propios a las diferentes fases contempladas en el Plan de
Arreglo: identificación de votantes, intercambio de pri-
sioneros, liberación de detenidos o prisioneros políticos,
reducción y acuartelamiento de tropas, retorno de refu-
giados y cumplimiento del código de conducta durante la
campaña para el Referéndum en el Sáhara Occidental. En
especial dicho Programa deberá contemplar:

• La realización de aportaciones voluntarias al AC-
NUR con el fin de preparar y cooperar en la ejecución
del programa de repatriación, colaborando con la ONU
en todo aquello para lo que sea requerido por dicho orga-
nismo, con el acuerdo de las partes, para el efectivo re-
torno de refugiados a las zonas previstas de destino.

• La realización de aportaciones de otros fondos de
ayuda humanitaria.

• El apoyo técnico y de cualquier otra índole que se
requiera a las actividades de desminado que realice la
MINURSO y su unidad militar, con el fin de acometer el
problema de las minas sembradas durante el conflicto.

• El apoyo a cuantas medidas disponga el Represen-
tante Especial, para conseguir un referéndum sobre las
bases pactadas, mediante el acceso en condiciones de
igualdad de todas las partes a todas las emisoras de radio
y televisión, con el objetivo de difundir sus respectivas
opiniones sobre el referéndum. A dicho efecto, se presta-
rán las necesarias facilidades desde el territorio español
que sean solicitadas por Naciones Unidas y que respeten
las exigencias constitucionales y la neutralidad de España
ante el referéndum.

c) El Ministro de Asuntos Exteriores, durante el pri-
mer período de sesiones de 1998, deberá presentar ante la
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Comisión de Asuntos Exteriores, las medidas de actua-
ción previstas para el desarrollo del citado Programa,
dando cuenta de su ejecución y, en su caso, de las medi-
das adicionales que deban adoptarse en el desarrollo del
proceso y con motivo de la celebración de la campaña
para el referéndum acordado.

3. El Congreso de los Diputados valora asimismo la
importancia de respetar el Código de Conducta adopta-
dos por las partes en Houston en septiembre de 1997, pa-
ra lo que el Gobierno español, facilitará a Naciones Uni-
das los medios que contribuyan a asegurar su efectivo
cumplimientos.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de diciem-
bre de 1997.—El Portavoz del Grupo Popular, Luis de
Grandes Pascual.—El Portavoz del Grupo Socialista,
Juan Manuel Eguigaray Ucelay.—El Portavoz del Gru-
po Federal de Izquierda Unida, José Navas Amores.—El
Portavoz del Grupo Catalán (CiU), Lluis Miquel Reco-
der i Miralles.—El Portavoz del Grupo Coalición Cana-
ria, Luis Mardones Sevilla.—El Portavoz del Grupo
Vasco (PNV), Jon Zabalía Lezamiz.—El Portavoz del
Grupo Mixto, Mercè Rivadulla Gracia.

Comisión de Justicia e Interior

161/000784

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy,
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asunto
de referencia:

(161) Proposición no de Ley en Comisión.

AUTOR: Grupo Parlamentario Mixto.

Proposición no de Ley sobre condena de los crímenes
contra la humanidad y las violaciones de los derechos hu-
manos, especialmente los ocurridos en las Repúblicas de
Argentina y Chile, así como sobre la remoción, conforme
al Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, del Fiscal Jefe
de la Audiencia Nacional.

Acuerdo:

Considerando que solicita el debate de la iniciativa en
Comisión, admitirla a trámite como Proposición no de
Ley, conforme al artículo 194 del Reglamento, y dispo-
ner su conocimiento por la Comisión de Justicia e Inte-
rior. 
Asimismo, dar traslado del acuerdo al Gobierno y al Gru-
po proponente y publicar en el BOLETÍN OFICIAL DE LAS

CORTES GENERALES.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica-
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento
de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Mixto del Congreso de los Diputados, al
amparo de lo establecido en el artículo 193 del Regla-
mento, presenta la siguiente Proposición no de Ley para
su debate en la Comisión de Justicia e Interior de la Cá-
mara, a instancia de la Diputada Cristina Almeida Castro
(Partido Democrático de la Nueva Izquierda) y del Dipu-
tado Joan Saura i Laporta (Iniciativa-Els Verds).

Durante los últimos períodos dictatoriales que sufrie-
ron las Repúblicas de Argentina y Chile, se produjeron,
entre otras violaciones de los derechos humanos, nume-
rosas desapariciones de personas, muchas de las cuales
eran de ciudadanía o de origen español.

Recientemente, a instancia principalmente de la
Unión Progresista de Fiscales, se han abierto los corres-
pondientes procedimientos judiciales en el órgano juris-
diccional competente para el conocimiento de este tipo
de delitos, esto es, la Audiencia Nacional, habiéndose
dictado ya varias órdenes de prisión y de detención inter-
nacional contra los que aparecen como responsables de
estos graves crímenes contra la humanidad.

La legislación y las maniobras exculpatorias produci-
das en estos países, articuladas fundamentalmente me-
diante leyes «de punto final» y «de obediencia debida»,
son incompatibles con las normas y convenciones inter-
nacionales sobre derechos humanos, y así han sido decla-
radas por diversos Comités y Comisiones, en cuanto nie-
gan a las víctimas de las violaciones de derechos
humanos, el acceso a la tutela judicial.

Sin embargo, recientes actuaciones e, incluso, mani-
festaciones del propio Fiscal Jefe del órgano jurisdiccio-
nal que está investigando y conociendo las diligencias ju-
diciales sobre los referidos crímenes, en las que llega a
cuestionarse instituciones básicas de un sistema demo-
crático y de libertades, pueden hacer peligrar la continui-
dad de dichos procedimientos.

Por todo lo cual, se presenta la siguiente

Proposición no de ley

«1. El Congreso de los Diputados se reafirma en que
los crímenes contra la humanidad y las violaciones gra-
ves y sistemáticas de los derechos humanos no pueden
ser objeto de indulto, amnistía o medida de gracia alguna
que deje impunes a los responsables de los mismos, es-
tando obligados los Tribunales a juzgar a los criminales
en cualquier tiempo y lugar.

2. El Congreso de los Diputados manifiesta igual-
mente su solidaridad con los familiares y víctimas de las
violaciones masivas de derechos humanos ocurridas en
las Repúblicas de Argentina y Chile.

3. El Congreso de los Diputados expresa su apoyo y
confianza en los órganos jurisdiccionales que investigan
estos delitos, a la vez que les anima a proseguir en su la-
bor de defensa de los derechos humanos y de persecución
de los crímenes contra la humanidad.

4. El Congreso de los Diputados insta al Gobierno
para que, mediante los instrumentos existentes en el Esta-
tuto Orgánico del Ministerio Fiscal, proceda a remover de
su destino como Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional al
actual titular de dicho cargo, don Eduardo Fungairiño.»
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Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de diciem-
bre de 1997.—Cristina Almeida Castro, Portavoz del
Partido Democrático de la Nueva Izquierda.—Joan Sau-
ra i Laporta, Portavoz de Iniciativa-Els Verds.—Fran-
cisco Rodríguez Sánchez, Portavoz del Grupo Mixto.

PREGUNTAS PARA RESPUESTA ORAL

Comisión de Justicia e Interior

181/001163

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy,
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asunto
de referencia:

(181) Pregunta oral al Gobierno en Comisión.

AUTOR: Saura Laporta, Joan (G. Mx).

Actuaciones para asegurar que, por parte del Ministerio
Fiscal, se promueva la persecución de los delitos contra
los derechos humanos y crímenes contra la humanidad
producidos en las Repúblicas de Argentina y Chile du-
rante sus últimos períodos dictatoriales.

Acuerdo:

Admitir a trámite, conforme a lo dispuesto en el artículo
189 del Reglamento, y encomendar su conocimiento a la
Comisión de Justicia e Interior.
Asimismo, dar traslado del acuerdo al Gobierno y al se-
ñor Diputado preguntante y publicar en el BOLETÍN OFI-
CIAL DE LAS CORTES GENERALES.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica-
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento
de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.
Grupo Parlamentario Mixto (IC-EV)

Pregunta con respuesta oral en la Comisión de Justicia e
Interior

Diputado don Joan Saura Laporta

Texto

¿Qué actuaciones va a llevar a cabo el Gobierno para
asegurar que, por parte del Ministerio Fiscal, se promue-
va la persecución de los delitos contra los derechos hu-
manos y crímenes contra la humanidad producidos en las
Repúblicas de Argentina y Chile durante sus últimos pe-
ríodos dictatoriales?

Madrid, 15 de diciembre de 1997.—Joan Saura La-
porta.

181/001164

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy,
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asunto
de referencia:

(181) Pregunta oral al Gobierno en Comisión.

AUTOR: Saura Laporta, Joan (G. Mx).

Acciones para asegurar el respeto a los derechos huma-
nos y a las instituciones democráticas en la actuación del
Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional.

Acuerdo:

Admitir a trámite, conforme a lo dispuesto en el artículo
189 del Reglamento, y encomendar su conocimiento a la
Comisión de Justicia e Interior.
Asimismo, dar traslado del acuerdo al Gobierno y al se-
ñor Diputado preguntante y publicar en el BOLETÍN OFI-
CIAL DE LAS CORTES GENERALES.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica-
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento
de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

Grupo Parlamentario Mixto (IC-EV)

Pregunta con respuesta oral en la Comisión de Justicia e
Interior

Diputado don Joan Saura Laporta

Texto

¿Qué acciones va a llevar a cabo el Gobierno para
asegurar el respeto a los derechos humanos y a las insti-
tuciones democráticas en la actuación del Fiscal Jefe de
la Audiencia Nacional?

Madrid, 15 de diciembre de 1997.—Joan Saura La-
porta.

181/001165

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy,
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asunto
de referencia:

(181) Pregunta oral al Gobierno en Comisión.

AUTOR: Saura Laporta, Joan (G. Mx).

Intención del Gobierno de utilizar los instrumentos exis-
tentes en el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal para
cesar como Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional a don
Eduardo Fungairiño.
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Acuerdo:

Admitir a trámite, conforme a lo dispuesto en el artículo
189 del Reglamento, y encomendar su conocimiento a la
Comisión de Justicia e Interior.
Asimismo, dar traslado del acuerdo al Gobierno y al se-
ñor Diputado preguntante y publicar en el BOLETÍN OFI-
CIAL DE LAS CORTES GENERALES.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica-
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento
de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de diciem-
bre de 1997.—El Presidente del Congreso de los Diputa-
dos, Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

Grupo Parlamentario Mixto (IC-EV)

Pregunta con respuesta oral en la Comisión de Justicia e
Interior

Diputado don Joan Saura Laporta

Texto

¿Tiene intención el Gobierno de utilizar los instru-
mentos existentes en el Estatuto Orgánico del Ministerio
Fiscal para cesar como Fiscal Jefe de la Audiencia Na-
cional a don Eduardo Fungairiño?

Madrid, 15 de diciembre de 1997.—Joan Saura La-
porta.
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